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I.	 INTRODUCCIÓN

En esta cuidada edición de la Fundación Coloquio Jurídico Europeo, se 
presenta una obra de obligado estudio —no basta solo la lectura— para 
quienes deseen conocer los problemas actuales de las fuentes del derecho de la 
Unión Europea, tanto desde un punto de vista estático, muy ligado a las insti-
tuciones y la naturaleza de las fuentes, como desde un punto de vista dinámico; 
es decir, cómo se resuelven los problemas de fuentes por la jurisprudencia del 
TJUE.

Estas páginas recogen la versión escrita de la ponencia pronunciada por 
Ricardo Alonso García «El sistema europeo de fuentes: sombras, lagunas, 
imperfecciones» y la contraponencia de Paz Andrés Sáenz de Santamaría titu-
lada «Variaciones sobre el sistema europeo de fuentes: sombras, lagunas, imper-
fecciones». El texto de la pluma de Alonso García se divide en los siguientes 
apartados: 1) «¿Tienen “el mismo valor jurídico” las normas de derecho origi-
nario?» (pp. 14-34); 2) «La compleja evolución conceptual y práctica de los 
reglamentos y las directivas» (pp. 34-69); 3) «El rol de los principios generales 
del derecho, en particular en su vertiente de derechos fundamentales» (pp. 
69-89); 4) «El alcance del CEDH en el contexto de sistema de fuentes de la 
UE» (pp. 89-104); 5) «La impugnabilidad del soft law» (pp. 104-121); 6) 
«Inaplicación, invalidez, anulación de normas europeas» (pp. 121-133); 7) «La 
ambigua frontera entre los actos delegados y los actos de ejecución» (pp. 
133-153), y 8) «Aclaración final» (pp. 153-155). Por su parte, Paz Andrés Sáenz 
de Santamaría estructura su exposición como sigue: 1) «Cuestiones en torno 
al derecho originario» (pp. 159-171); 2) «La enredada relación entre regla-
mentos y directivas» (pp. 172-186); 3) «La presencia del derecho internacional 
en el sistema de fuentes» (pp. 186-195); 4) «La inimpugnabilidad de las deci-
siones de los representantes de los Estados miembros» (pp. 195-212); 5) «El 
papel del TJUE ante las sombras, lagunas e imprecisiones del sistema de 
fuentes de la Unión Europea» (pp. 212-222), para terminar con 6) «Unas varia-
ciones atípicas» (pp. 222-223).

Los autores deliberadamente centran el objeto de estudio en los problemas 
de las fuentes del derecho europeo, a la luz de la jurisprudencia del TJUE, lo 
que obviamente excluye otros aspectos de las fuentes del derecho europeo, 
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vistas desde el derecho del Estado miembro (para esta perspectiva, vid. Fernán-
dez-Miranda Fernández-Miranda, 2020), como pueden ser el modo más 
adecuado en que los Estados miembros deben transponer la normativa europea, 
si España —al ser uno de los Estados más sancionados por su retraso en la 
transposición del derecho europeo— debe adoptar o no una norma similar a 
la italiana (Martín Delgado, 2018), que parece haber reducido las sanciones 
de la República italiana por ese motivo, cuál sería en cada caso el instrumento 
interno más adecuado para la transposición de directivas (Pascua Mateo, 
2006). Sobre estos temas, la doctrina española (entre cuyas obras más rele-
vantes se encuentran algunas de los propios autores (Alonso García, 2008; 
2017; 2019; Andrés Sáenz de Santamaría, 2016 y 2013 del volumen que comen-
tamos) cuenta con aportaciones rigurosas y bien fundamentadas a las que cual-
quier estudioso puede acudir.

Aquí estamos ante una obra que será de gran utilidad para quien deba 
resolver una controversia judicial en la que de su resolución dependa la correcta 
interpretación de las fuentes del derecho europeo, y para todos cuantos nece-
siten profundizar en esta materia, partiendo ya de unos conocimientos siquiera 
sea a nivel propedéutico.

Una vez presentada la obra, expondremos su contenido principal (hemos 
titulado este apartado II como «La necesidad de seguridad jurídica: causa 
común de los problemas de fuentes y fin último de significativas sentencias del 
TJUE», comprendiendo en él varios capítulos de los tratados por los autores) 
y comentaremos dos de los temas tratados, por su especial relación con el 
derecho constitucional: el valor jurídico de las normas de derecho originario 
(apartado III) y los principios (apartado IV). Terminamos con unas conside-
raciones finales (apartado V).

II.	 LA NECESIDAD DE SEGURIDAD JURÍDICA: CAUSA COMÚN DE LOS 
PROBLEMAS DE FUENTES Y FIN ÚLTIMO DE SIGNIFICATIVAS 
SENTENCIAS DEL TJUE

1.	 En el apartado relativo a la compleja evolución conceptual y práctica 
de los reglamentos y las directivas, Alonso García entra en la problemática de 
las directivas detalladas, de las modificaciones parciales de directivas a través 
de reglamentos, de las directivas implementadas a través de reglamentos de 
ejecución, así como de la eficacia horizontal de las directivas, dedicando espe-
cial atención cuando afectan a la CDFUE.

Ricardo Alonso advierte de que la teórica diferencia entre las directivas y 
los reglamentos no responden a su definición, a tenor del art. 288 del TFUE. 
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Así, los reglamentos, que, aun siendo normas directamente aplicables, sin 
embargo, requieren en ocasiones medidas (nacionales y eventualmente también 
europeas) de transposición (p. 34). La jurisprudencia recogida por el autor 
(asunto Vlaamse Dierenartsenvereniging y Janssens, 2011; asunto Comisión v. 
Grecia, 68/88 y las palabras del AG en el asunto Fédération des entreprises de 
la beauté, 2018) pone de manifiesto que el TJUE ha adoptado una postura 
flexible, considerando que la habilitación a los Estados puede ser tanto expresa 
como tácita, siempre que se aseguren el alcance y la eficacia del derecho de la 
UE, y que no se ponga en peligro su aplicación uniforme. Por su parte, entre 
las directivas abundan los ejemplos en los que el margen de apreciación de los 
Estados es inexistente, y su transposición se reduce a la reproducción de la 
directiva europea. Este último supuesto, cuando la directiva se circunscribe a 
los ámbitos en los que se trata exclusivamente de «armonizar las legislaciones 
nacionales», puede suponer una vulneración de los principios de subsidiariedad 
y proporcionalidad.

Por lo que respecta a las directivas detalladas, recoge la jurisprudencia 
europea que afirma su legitimidad constitucional, aunque le parece convin-
cente la opinión del AG Saggio, que considera (asunto Kortas 1999) dudosa la 
legitimidad de las directivas detalladas en los supuestos en los que el Tratado 
obliga a utilizar una directiva. Un supuesto sería, por ejemplo, el art. 115 del 
TFUE, que prevé las directivas como único instrumento para aproximar los 
derechos nacionales que incidan directamente en el funcionamiento del 
mercado interior. El autor termina asumiendo el corto recorrido de la dudosa 
legitimidad de las directivas detalladas, toda vez que se ha admitido la doctrina 
de los poderes implícitos.

La completa modificación de directivas a través de reglamentos no suscita 
problemas; pero sí los genera su reforma parcial. Si se considera que los 
preceptos reformados mediante reglamento tienen naturaleza reglamentaria, 
estaría prohibida su reproducción o recepción interna. El autor recoge un 
supuesto —asunto Comisión v. Italia (272/83)— en el que el TJUE consideró 
que la reproducción de ciertos preceptos reglamentarios en normas internas 
facilita la coherencia y la comprensión de los destinatarios de las normas. 
Alonso García destaca las consecuencias prácticas que tendría considerar que 
preceptos de un reglamento que modifican una directiva adquiriesen la natu-
raleza de esta última: ello supondría que no tendrían «eficacia vertical descen-
dente» (el poder público del Estado no podría utilizarlos directamente frente 
a los particulares). En el mismo sentido apuntado se pronunció el Consejo de 
Estado en su Dictamen 249/2021, de 6 de mayo, que el autor recoge.

Sobre los reglamentos que modifican parcialmente directivas, Paz Andrés 
Sáenz de Santamaría recuerda la regla del paralelismo de formas definida por 
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el TJUE en el asunto Parlamento/Ripa de Meana (2004), según la cual «todas 
las modificaciones posteriores de un acto deben revestir la misma forma en que 
dicho acto se puso en conocimiento de sus destinatarios». Esta regla, reiterada 
en asuntos posteriores, no se cumple por parte de las instituciones europeas.

Acerca de las directivas implementadas a través de reglamentos de ejecu-
ción, Ricardo Alonso García se inclina «por la aceptación de la vida autónoma 
del reglamento sobre la base de la mayor intensidad posible del principio del efecto 
útil del Derecho de la Unión» (p. 49). Fundamenta esta opinión en la jurispru-
dencia del TJUE asuntos acumulados Viamez Agrar Handel y ZVK: aunque una 
directiva no puede por sí sola crear obligaciones directas a un particular, sin 
embargo sus disposiciones pueden aplicarse al particular si un reglamento se 
remite a las disposiciones de la directiva, siempre que se respeten los principios 
generales del derecho y, en particular, el principio de seguridad jurídica (p. 51).

Por lo que se refiere a la eficacia horizontal de las directivas, Alonso García 
afirma que, «en el supuesto de directivas de concreción de derechos incluidos 
en la CDFUE, serían estos últimos en cuanto tales, interpretados de manera 
integradora (esto es, junto con las directivas en cuestión), los llamados a 
desplegar en caso de ausencia de trasposición o de trasposición incorrecta, plenos 
efectos (esto es, también en el contexto de litigios inter privatos)» (p. 58). Para 
ello es necesario que los derechos de la Carta sean de los que no necesitan de 
concreción (ya sea por el legislador nacional o por el europeo) para su aplica-
ción; esto es, deben ser derechos «autosuficientes», no principios rectores (p. 59).

A modo conclusivo de este apartado, citamos dos rotundas declaraciones 
judiciales acerca del incumplimiento de España de una directiva en el primer 
caso1, y de un reglamento en el segundo2. En los dieciséis años transcurridos 

1	 «Las disposiciones de una directiva deben ejecutarse con indiscutible fuerza impera-
tiva, con la especificidad, precisión y claridad exigidas para cumplir la exigencia de 
seguridad jurídica. Por ello, las meras prácticas administrativas, por naturaleza 
modificables a discreción de la Administración y desprovistas de una publicidad 
adecuada, no pueden ser consideradas como constitutivas de un cumplimiento 
válido de las obligaciones del Derecho comunitario, al mantener, para los sujetos de 
Derecho afectados, un estado de incertidumbre en cuanto a la extensión de sus dere-
chos y obligaciones en los ámbitos regulados por dicho ordenamiento jurídico» 
(TJUE, asunto C-132/04, sentencia de 12 de enero de 2006, FJ 35).

2	 «La incompatibilidad de una legislación nacional con las disposiciones de Derecho 
Comunitario, aunque sean directamente aplicables, sólo puede quedar definitiva-
mente eliminada mediante disposiciones internas de carácter obligatorio que tengan 
el mismo valor jurídico que las disposiciones internas que deban modificarse. Por 
consiguiente, las resoluciones judiciales o las meras prácticas administrativas –estas 
últimas por naturaleza modificables a discreción de la Administración y desprovistas 
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desde que fueron dictadas esas dos sentencias condenatorias contra España 
hasta hoy, se podría pensar que ya estas dos fuentes del derecho de la Unión 
no presentan inseguridad jurídica alguna. Sin embargo, los problemas expuestos 
por Alonso García y comentados por Andrés Sáenz de Santamaría ponen de 
manifiesto que aún estamos lejos de alcanzar ese objetivo.

2.	 El CEDH no es un instrumento directamente aplicable en la Unión 
Europea (ni para la Unión ni para los Estados miembros) en virtud del derecho 
europeo (Dictamen TJUE 2/2013, asunto Kamberaj [2012]). Sin embargo, el 
CEDH y las tradiciones constitucionales comunes de los Estados, a través de 
los principios generales del derecho, vinculan a la Unión y a los Estados (p. 
90). A ello hay que añadir, como ya había señalado Alonso García en otro 
estudio anterior, que el derecho derivado de la Unión (asunto Consob, C-481/19) 
debe interpretarse en el marco del respeto a los derechos garantizados en la 
Carta (Alonso García, 2021: 1-14).

A nuestro parecer, es dudoso si el art. 53 de la CDFUE permite o no a 
las autoridades judiciales de un Estado miembro oponerse al cumplimiento de 
la obligación establecida por el derecho europeo, alegando que dicha obliga-
ción no respeta el estándar de protección más alto de los derechos fundamen-
tales garantizado por la Constitución de dicho Estado (Krämer, 2016: 833-834; 
García Vitoria, 2018: 147). El abogado general aconsejaba que prevaleciera el 
art. 53 de la Carta, en el caso Melloni, pero no fue lo decidido por el Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea. En mi opinión, los eventuales conflictos que 
pudieran suscitarse entre derecho europeo y nacional en materia de derechos 
fundamentales deberían resolverse mediante lo previsto en el art. 53 de la Carta 
(Torres Pérez, 2013).

3.	 El profundo conocimiento de Ricardo Alonso García sobre los 
problemas de fuentes se pone de manifiesto de modo palmario, si cabe expre-
sarlo así, en el apartado dedicado a la impugnabilidad del soft law. Punto 
nuclear de las perplejidades que el soft law plantea es

[…] el efecto jurídico que, aun de naturaleza no vinculante, puede tener una inci-
dencia decisiva en la esfera de los individuos, habida cuenta de que, como precisó 
el TJUE, «los particulares perjudicados por la infracción del Derecho de la Unión 
constatada por esa Recomendación, aun cuando no sean los destinatarios de esta, 

de una publicidad adecuada- no pueden ser consideradas como constitutivas de un 
cumplimiento válido de las obligaciones del Tratado de la CE» (TJUE, asunto 
C-205/04, sentencia de 23 de febrero de 2006, FJ 18).
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deben poder basarse en la referida Recomendación para que se declare, ante los 
tribunales nacionales competentes, la responsabilidad del Estado miembro de que 
se trate por dicha infracción del Derecho de la Unión» (p. 112).

Aunque el hecho de que se haya abierto el control judicial también a 
instrumentos jurídicos no vinculantes, a juicio del autor, es un paso impor-
tante, pero «todavía insuficiente desde la perspectiva del equilibrio de poderes 
y de límites a la intervención del poder público frente al administrado» (p. 115).

4.	 Por lo que se refiere a la pregunta acerca de cuáles son las diferencias 
entre la técnica anulatoria y la invalidatoria de las normas europeas, Ricardo 
Alonso fundamenta sólidamente en la jurisprudencia europea que, si bien las 
sentencias anulatorias tienen efectos erga omnes y ex tunc (art. 264 del TFUE), 
sin embargo, ambas técnicas se han ido equiparando: «[…] la presunción de 
legalidad de los actos de las instituciones comunitarias implica que éstos 
producen efectos jurídicos mientras no hayan sido revocados, anulados en el 
marco de un recurso de anulación o declarados inválidos a raíz de una cues-
tión prejudicial o de una excepción de ilegalidad (por ejemplo, asuntos CELF, 
2008 y CIVAD, 2012)» (p. 126 de la monografía). Asimismo, advierte de la 
falta de coherencia que supone el hecho de que

[…] quien dispone de plenas facultades anulatorias en el marco de un recurso 
directo contra una disposición general, no proceda a su anulación en el marco 
de una impugnación indirecta, obligando a nuevas impugnaciones de sucesivos 
actos de aplicación para obtener, dado el valor del precedente (stare decisis al 
que, según algunos Abogado General —Bobek, Campos—, se adhiere en la 
práctica, o debería hacerlo, el TJUE), ulteriores inaplicaciones de la norma en 
cuestión, hasta su modificación o derogación por la institución o la autoridad 
competente (p. 129).

5.	 La postura de Alonso García sobre la ambigua frontera entre los actos 
delegados y los actos de ejecución cabe sintetizarla en los términos siguientes: 
«[…] el punto de partida del art. 291 es que estaríamos en un terreno compe-
tencial propio de los Estados miembros (ap. 1), el cual, en el caso de requerir 
objetivamente condiciones uniformes de ejecución, permitiría (ap. 2) la habi-
litación en favor de la Unión (bien de la Comisión como regla general, bien 
del Consejo en casos específicos)» (p. 139). «La esencia de los actos delegados 
estaría en determinar qué deben hacer los Estados miembros; la de los actos de 
ejecución, en puntualizar, en caso necesario, cómo deben actuar para cumplir 
con sus obligaciones ya definidas» (p. 140).
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III.	 EL VALOR JURÍDICO DE LAS NORMAS DE DERECHO ORIGINARIO

Ricardo Alonso se pregunta si tienen «el mismo valor jurídico» las normas 
de derecho originario (pp. 14 y ss.), sobre lo que la discussant Paz Andrés diserta 
«variaciones en torno al Derecho originario» (pp. 159-171). El art. 1 del TUE 
afirma categóricamente su identidad de valor jurídico. Sin embargo, no deja 
de ser llamativo que esa identidad se extienda a un elenco de 43 normas. 
Aunque en principio sean 41, el art. 51 del TUE prescribe que los protocolos 
y anexos de los tratados forman parte de estos; por ello, las normas de derecho 
originario son 43.

A esta primera premisa (qué es derecho originario) hay que añadir otra: 
el TJUE no puede examinar la validez del derecho originario; así se expresaba 
la AG Stix-Hackl en 2005 con ocasión del caso BCE c. Alemania. Sin embargo, 
en el caso Pringle (recordemos que en este caso el objeto de la demanda fue 
una decisión del Consejo Europeo que incorporó el apdo. 3 al art. 136 del 
TFUE; para un estudio de esta sentencia, no referido al problema de las 
fuentes, vid. Borger, 2013), el TJUE, al admitir su jurisdicción para enjuiciar 
las reformas constitucionales (con valor de derecho originario), operadas no 
mediante la reforma de los tratados sino a través de un acto institucional de la 
Unión, ha introducido una matización importante. Para Paz Andrés, el caso 
Pringle no modifica el principio general de la incompetencia del TJUE para 
examinar la validez del derecho originario; en este caso, el objeto de la cues-
tión de validez fue una decisión del Consejo Europeo. En nuestra opinión, 
aunque la jurisprudencia europea pronunciada hasta ahora fundamente las 
opiniones sostenidas por los dos autores (Alonso y Andrés), y aunque haya 
previstas diversas vías de reforma de los tratados (Haratsch et al., 2016: 42-46), 
tarde o temprano se acabará introduciendo en el derecho europeo la elabora-
ción teórica que se ha hecho en derecho constitucional sobre las mutaciones 
constitucionales (Lucas Murillo de la Cueva, 2018; Badura, 2015) y sobre la 
posibilidad de que el TJUE se pronuncie sobre la adecuación a los principios 
del ordenamiento jurídico de la Unión Europea (art. 2 del TUE) de las even-
tuales reformas del derecho originario que puedan acometerse en el futuro3.

Por lo que se refiere a la superioridad del derecho originario con respecto 
a los tribunales constitucionales nacionales, hay que afirmar que, con ocasión 
de la sentencia del TC polaco de 7 de octubre de 2021 (caso K 3/21), el TJUE 
ha ido identificando un «núcleo constitucional duro» (en expresión de Paz 

3	 A nuestro parecer, este paso se dará inevitablemente, en la medida en que el derecho 
originario se acabe transformando en derecho constitucional de la Unión. Vid. 
Bachof (2010).
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Andrés) dentro de los tratados, que estaría formado por los valores recogidos 
en el art. 2 del TUE (Ricardo Alonso). Esta consideración de la identidad 
europea como una identidad constitucional de valores compartidos (art. 2 del 
TUE), en interacción con las identidades constitucionales de los Estados miem-
bros (art. 4.2. del TUE), ya había sido anticipada por la doctrina (entre otros, 
vid. Sánchez Barrilao, 2014: 75-78). Esta doctrina se reitera en las sentencias 
del pleno del TJUE, de 16 de febrero de 2022 (Hungría c. Parlamento y Consejo 
y Polonia c. Parlamento y Consejo), donde se afirma de nuevo que los valores 
del precitado art. 2 «definen la identidad misma de la Unión en tanto que orde-
namiento jurídico común».

Como ha sido puesto de manifiesto, «el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea ha mostrado siempre una cierta inclinación a apropiarse de categorías 
nacidas en el Derecho interno, tratándolas como conceptos autónomos del 
Derecho de la UE y, por tanto, sin adaptarse necesariamente a la lectura que 
le da la interpretación nacional en la cual tiene su contexto de origen esa 
norma» (Martinico, 2020: 9). Veremos en qué medida el concepto de «iden-
tidad del ordenamiento europeo» se relaciona con el concepto de «identidad 
constitucional de los Estados miembros» si se interpreta como una bisagra inte-
gradora de ambos ordenamientos o como un escudo de uno frente al otro en 
la lucha por cuál de ellos resulta aplicable al caso concreto (sobre esta proble-
mática, vid., por todos, García Roca y Bustos Gisbert, 2022).

Incluso quien tiene una visión escéptica acerca de la identidad europea 
(Zagrebelsky, 2009: 21), y considera que carece de sentido reflexionar sobre 
ella, no deja de afirmar que el principio del respeto a las identidades constitu-
cionales es constitutivo del orden jurídico de la Unión Europea (ibid.: 110); 
«los principios desempeñan un papel propiamente constitucional, es decir, 
“constitutivo” del orden jurídico», como propuso el abogado general (Cruz 
Villalón) en la sentencia del caso Gauweiler:

[…] la identidad constitucional de cada Estado miembro, que por supuesto es 
específica en la medida necesaria, no puede ser considerada, para los asuntos 
estatales, como a años luz de esa cultura constitucional común. Más bien, una 
actitud abierta y claramente entendida hacia el Derecho de la UE debería dar 
lugar, a medio y largo plazo, a un principio, a una convergencia básica entre la 
identidad constitucional de la Unión y la de cada uno de los Estados miembros (la 
traducción y las cursivas son propias).

Por ello, en nuestra opinión, una de las tareas en la interpretación de las 
fuentes del derecho originario de la Unión consiste en ir llenando de contenido 
el principio de respeto por parte de los Estados miembros a la identidad del 
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ordenamiento jurídico europeo. Quizá no sea superfluo añadir que para esta 
tarea de construcción se requiere «empatía» (Alonso García, 2019: 528), o lo 
que se ha llamado una «perspectiva conciliadora y no conflictiva» (Ruggieri, 
2003: 390), para resolver los conflictos entre ambos ordenamientos.

IV.	 EL ROL DE LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO, EN 
PARTICULAR EN SU VERTIENTE DE DERECHOS FUNDAMENTALES

Ricardo Alonso, después de recoger la jurisprudencia y la doctrina que 
fundamenta que aquellos derechos fundamentales que necesitan desarrollo 
legislativo no son principios generales, sostiene que el debate en torno a los 
principios generales del derecho no debería centrarse en torno a si tienen o no 
rango constitucional, sino en su carácter no escrito, o, más correctamente, 
no positivizado (p. 73). El autor hace un recorrido sobre pronunciamientos juris-
prudenciales que han recogido derechos fundamentales como «principios jurí-
dicos», tales son los casos del «derecho a una buena administración» (p. 76), la 
«tutela judicial efectiva» (p. 78) o «la transparencia del proceso de toma de 
decisiones» (p. 79). En cambio, no goza de la consideración de principio general 
del derecho la pretensión de someter los casos de mala administración a la revi-
sión o control de un órgano específico (Defensor del Pueblo Europeo) (p. 79). 
Del análisis realizado concluye que los principios generales del derecho, tal 
como son interpretados por el TJUE, tienen incluso mayor potencial que «el 
articulado de la CDFUE» (p. 79).

Sostiene el autor que la función principal de los principios generales (en 
su faceta de derechos fundamentales) consiste en «suplir las lagunas en la 
protección sustantiva de los administrados» (p. 80). Asimismo, recoge la juris-
prudencia del TJUE que avala la utilización por parte de los Estados miembros 
de la CDFUE, por decisión propia, más allá de la aplicación del derecho 
europeo tanto como instrumento hermenéutico como de modo directo (pp. 
82-83).

Como se ve, el problema de los principios generales del derecho europeo 
no es nuevo. En realidad, remite nada menos que al debate entre si es derecho 
solo el derecho positivizado o tienen pleno carácter jurídico los principios meta-
positivos (Ollero Tassara, 2015: 427-454). En la medida en que se tenga una 
concepción más positivista del derecho, los principios (también, por tanto, el 
principio del respeto a la identidad constitucional de los Estados) serán más 
bien supletorios que fundantes; en la medida en que se tenga una concepción 
del derecho en la que los valores no escritos (no positivizados) forman parte del 
derecho, los principios tendrán un carácter más fundante que supletorio. Si se 
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quiere, en el plano constitucional, estamos ante una concepción más deudora 
de Kelsen, o, por el contrario, de Smend (Pernice, 1995: 103-108, expone la 
inf luencia de la doctrina de la época de la Constitución de Weimar en  
la sentencia del Tribunal Constitucional Federal sobre Maastricht).

Concluimos con una consideración de Zagrebelsky, «según el punto de 
vista tradicional del positivismo jurídico, los principios del Derecho desem-
peñan una importante función supletoria, integradora o correctiva de las reglas 
jurídicas. Los principios operarían para “perfeccionar” el ordenamiento y 
entrarían en juego cuando las otras normas no estuvieran en condición de 
desarrollar plena o satisfactoriamente la función reguladora que tienen atri-
buida». Pero, añade el mismo autor:

[…] esta concepción no solo es parcial, […] sino que encierra además la intrín-
seca contradicción de asignar a las normas de mayor densidad de contenido —
los principios— una función puramente accesoria de la que desempeñan las 
normas cuya densidad es menor —las reglas—. Esto deriva del persistente 
prejuicio de pensar que, en realidad, las verdaderas normas son las reglas, mien-
tras que los principios son un plus, algo que sólo es necesario como «válvula de 
seguridad» del ordenamiento (Zagrebelsky, 2019: 117).

Sería deseable que autores con el sólido y riguroso conocimiento del 
derecho positivo europeo como los de esta obra acometan en otras publica-
ciones cuestiones de fondo como esta. Quizá así se puedan ir salvando algunas 
de las sombras, lagunas e imperfecciones que presentan las fuentes del derecho 
europeo

V.	 CONSIDERACIONES FINALES

Para los lectores de la REDC, en su mayoría cultivadores del derecho cons-
titucional, la problemática apuntada en torno al derecho originario de la Unión 
conecta con las llamadas «mutaciones constitucionales»; las reformas del 
derecho originario introducidas a través de actos institucionales de la Unión 
podrían caracterizarse como mutaciones del derecho originario. Tanto al 
examinar si una mutación constitucional es admisible o no, como al enjuiciar 
la «constitucionalidad» de una reforma constitucional —situación que podría 
presentarse aunque el TJUE no puede juzgar sobre la validez del derecho origi-
nario, pero sí podría tener que pronunciarse sobre la adecuación al derecho 
originario de una reforma de este—, emerge el concepto de «identidad del 
ordenamiento jurídico europeo» como núcleo duro intangible.
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Como apunta Paz Andrés Sáenz de Santamaría, «la jurisprudencia del 
TJUE es el mejor espejo de las debilidades del sistema de fuentes de la UE» (p. 
212), y, en este sentido, la falta de rigor formal en las fuentes del derecho europeo, 
en ocasiones, merece una valoración positiva (p. ej.: el carácter prevalente del 
fondo sobre la forma en orden a determinar la admisibilidad de los recursos de 
anulación), por su flexibilidad; en cambio, en otras ocasiones —quizá en la 
mayoría (p. ej., la «enmarañada» relación entre directivas y reglamentos)—, 
conviene tener presente que la forma es la garantía del fondo (v. Ihering), y su 
falta de respeto revela la debilidad del fondo que se pretende garantizar.

La doctrina está llamada a prestar a la jurisprudencia la reflexión crítica 
acerca de las debilidades actuales del sistema europeo de fuentes y a construir 
las categorías teórico-dogmáticas que permitan mejorar las debilidades que 
ahora conducen a situaciones de falta de seguridad jurídica. La madurez inte-
lectual y experiencia práctica de los autores del libro que comentamos permiten 
calificarlo como una obra de referencia en ambos sentidos.

Bibliografía

Alonso García, R. (2008). La inserción del Derecho europeo en el ordenamiento español 
(Informe del Consejo de Estado de 14 de febrero de 2008). Revista de Derecho Comu-
nitario Europeo, 29, 7-17.

    	 (2017). La interpretación del Derecho nacional en función de la entrada en vigor de las 
Directivas y de su fecha límite de transposición (o su trasposición anticipada). REDE. 
Revista Española de Derecho Europeo, 64, 13-24.

    	 (2019). La Constitución Española en el contexto de la Unión Europea. Anales de la 
Academia Matritense del Notariado, 59, 495-522.

    	 (2021). La puesta en práctica por la corte costituzionale de la protección multinivel de 
derechos en la UE. Revista de Derecho Constitucional Europeo, 35. Disponible en: https://
bit.ly/3ftq72L.

Andrés Sáenz de Santamaría, P. (2013). Comunidades autónomas y repercusión económica 
ad intra de las sanciones pecuniarias en el recurso por incumplimiento ante el Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea. Revista Catalana de Dret Públic, 47, 40-60.

    	 (2016). La Unión Europea y el Derecho de los tratados: una relación compleja. Revista 
Española de Derecho Internacional, 68 (2), 51-102. Disponible en: https://doi.org/10.17103/
redi.68.2.2016.1.02.

Bachof, O. (2010). ¿Normas constitucionales inconstitucionales? Lima: Palestra. Disponible 
en: https://www.corteidh.or.cr/tablas/r32756.pdf.

Badura, P. (2015). § 160. Verfassungsänderung, Verfassungswandel, Verfassungsgewohkeits-
recht. En J. Isensee y P. Kirchhof (Hrsg.). Handbuch des Staatsrechts der Bundesrepublik 
Deutschland, VII (pp. 57-77). Heidelberg: C. F. Müller.

https://bit.ly/3ftq72L
https://bit.ly/3ftq72L
https://doi.org/10.17103/redi.68.2.2016.1.02
https://doi.org/10.17103/redi.68.2.2016.1.02
https://www.corteidh.or.cr/tablas/r32756.pdf


364	 MARÍA J. ROCA﻿

Revista Española de Derecho Constitucional, 126, septiembre-diciembre (2022), pp. 353-364

Borger V. (2013). The ESM and the European Court’s Predicament in Pringel. German Law 
Journal, 14 (1), 113-139. Disponible en: https://doi.org/10.1017/S2071832200001735.

Fernández-Miranda, J. (2020). El principio de prevalencia del ordenamiento estatal. Madrid: 
Dykinson. Disponible en: https://doi.org/10.2307/j.ctv1dp0wg6.

García Roca, J. y Bustos Gisbert, R. (dirs.) (2022). Identidades europeas, subsidiariedad e inte-
gración. Pamplona: Aranzadi-Thomson Reuters.

García Vitoria, I. (2018). La participación de los tribunales constitucionales en el sistema 
europeo de derechos fundamentales (a propósito del diálogo entre la Corte Constitu-
cional italiana y el Tribunal de Justicia en el asunto Taricco). Revista Española de Derecho 
Europeo, 67, 139-164.

Haratsch, A., Koenig, C. y Pechstein, M. (2016). Europarecht. Tübingen: Mohr Siebeck.
Krämer, H. (2016). Art. 53. En K. Stern y M. Sachs (Hrsg.). Europäische Grundrechte-Charta 

Kommentar (pp. 830-838). München: C. H. Beck.
Lucas Murillo de la Cueva, P. (2018). Constitución y realidad constitucional. Reforma, inte-

gración y mutación. Anales de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, 95, 
525-545.

Martín Delgado, I. (2018). Incumplimiento del Derecho de la Unión Europea y Directivas. 
La necesaria mejora de los procedimientos internos de transposición. Preprints series of 
the Center for European Studies Luis Ortega Álvarez and the Jean Monnet Chair of Euro-
pean Administrative Law in Global Perspective, 2, 1-30.

Martinico, G. (2020). Contro l’uso populista dell’identità nazionale. Per una lettura ‘contes-
tualizzata’ dell’art. 4.2 TUE. DPCE On Line, 44 (3). Disponible en: http://www.
dpceonline.it/index.php/dpceonline/article/view/1101.

Ollero Tassara, A. (2015). El otro lado del Derecho. En diálogo con Gustavo Zagrebelsky. 
Anales de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, 92, 427-454.

Pascua Mateo, F. (2006). Derecho Comunitario y calidad del ordenamiento español estatal, auto-
nómico y local. Cizur Menor: Thomson-Civitas.

Pernice, I. (1995). Carl Smitt, Rudolf Smend und die europäische Integration. Archiv des 
öffentlichen Recht, 100, 100-120.

Ruggieri, A. (2003). Struttura e dinámica delle tradizioni costituzionali nella prospettiva 
dell’in tegrazione europea. Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, 7, 373-397.

Sánchez Barrilao, J. F. (2014). Constitución y relaciones entre ordenamientos en el contexto 
de la globalización. Estudios Constitucionales, 12 (2), 55-108. Disponible en: https://doi.
org/10.4067/S0718-52002014000200004.

Torres Pérez, A. (2013). Constitutional Identity and fundamental rights: the intersection 
between articles 4(2) TEU and 53 charter. En A. Sáiz Arnaiz y C. Alcoberro Llivina 
(coords.). National constitutional identity and European integration (pp. 141-157). 
Cambridge: Intersentia.

Zagrebelsky, G. (2009). La identidad europea. Revista de Derecho Constitucional Europeo, 12, 
17-22.

    	 (2019). El Derecho dúctil. Ley, derechos, justicia. Madrid: Trotta.

María J. Roca
Universidad Complutense

https://doi.org/10.1017/S2071832200001735
https://doi.org/10.2307/j.ctv1dp0wg6
http://www.dpceonline.it/index.php/dpceonline/article/view/1101
http://www.dpceonline.it/index.php/dpceonline/article/view/1101
https://doi.org/10.4067/S0718-52002014000200004
https://doi.org/10.4067/S0718-52002014000200004



